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CONSEJO SUPERIOR DE LA JUDICATURA

SALA JURISDICCIONAL DISCIPLINARIA

Bogotá  D.C., seis (6) de abril de dos mil once (2011)

Magistrado Ponente: doctor JOSÉ OVIDIO CLAROS POLANCO

Radicación No. 500011102000200800508 01/1941F

Aprobado según Acta No. 035 de la misma fecha.

OBJETO DE LA DECISIÓN

Negada la ponencia presentada por los Magistrados, doctores, HENRY VILLARRAGA OLIVEROS
 y PEDRO ALONSO SANABRIA BUITRAGO
, procede la Sala a decidir el recurso de apelación interpuesto contra la sentencia adiada del 12 de marzo de 2010, proferida por la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Seccional de la Judicatura del Meta
, mediante la cual se sancionó con DESTITUCIÓN DEL CARGO E INHABILIDAD GENERAL POR EL TÉRMINO DE 10 AÑOS al señor ALIRIO BENITO, al hallarlo responsable de incurrir en la falta tipificada en el numeral 17 del artículo 48 de la Ley 734 de 2002.

HECHOS

Dio génesis a la presente investigación, la queja presentada el 05 de noviembre de 2008 por la señora ESPERANZA ANGULO PRADA, con el fin de que se investigara disciplinariamente al señor ALIRIO BENITO, en su condición de Juez de Paz de la Comuna 8 de Villavicencio, por cuanto en su sentir, el citado es una persona irrespetuosa y comporta malos modales con la comunidad; asimismo no tiene una hoja de vida intachable, como se les debe exigir a los integrantes de dicha jurisdicción, pues posee sanciones penales e inhabilidades. 
DE LA ACTUACIÓN PROCESAL Y DE LAS PRUEBAS

1.- Mediante auto del 18 de noviembre de 2008, el Seccional de instancia dispuso la indagación preliminar contra el señor ALIRIO BENITO, en su condición de Juez de Paz de la Comuna 8º de Villavicencio, ordenando la práctica de unas pruebas.
 

- Dentro de esta etapa se recolectaron las siguientes pruebas:

a) Oficio No. 3641 del 28 de noviembre de 2008, mediante el cual el Juzgado Tercero Penal Municipal de Villavicencio, remitió copias auténticas de las sentencias de primera y segunda instancia, proferidas dentro de la causa penal No. 50-001-40-04-003-2005-00048-00, seguido contra el señor ALIRIO BENITO por el delito de abuso de confianza.

b) Certificado expedido por la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Seccional de la Judicatura del Meta, indicando la calidad del señor ALIRIO BENITO, como Juez de Paz de la comuna 8 de la ciudad de Villavicencio.

2.- Por auto del 13 de febrero de 2009, el a quo dispuso la apertura de investigación disciplinaria contra el señor ALIRIO BENITO, al encontrarlo presuntamente responsable de incumplir el deber contenido en el numeral 1º del artículo 153 de la Ley 270 de 1996 ante el aparente desconocimiento de los artículos 50 de la Ley 734 de 2002, 14 y 15 de la Ley 497 de 1999; además dentro de dicho proveído se decretaron algunos medios probatorios, dentro de los que está escuchar en versión libre al disciplinado, para lo cual se fijó el día 30 de marzo de 2009, fecha está que fue modificada para el día 23 de abril de 2009, mediante auto del 20 de marzo de 2009
.

Dentro de dicha etapa se allegaron como medios probatorios los siguientes: 

a. Certificado de antecedentes expedido por la Procuraduría General de la Nación, en donde el señor ALIRIO BENITO registra sanciones penales como inhabilidades.

b. Acta de posesión No. 0113 de la Alcaldía de Villavicencio de fecha 27 de febrero de 2006, en donde el señor ALIRIO BENITO toma posesión del cargo de Juez de Paz de la Comuna 8 de la ciudad de Villavicencio.

c. Versión Libre realizada por el disciplinado el día 11 de agosto de 2009, quien en resumidas cuentas adujo: que llevaba ejerciendo en su calidad de Juez de Paz alrededor de 3 años aproximadamente en forma regular y no constante y que para posesionarse en dicho cargo aportó el certificado de antecedentes disciplinarios y copia del pasado judicial. 

Indica que sabe que uno de los requisitos para ejercer como Juez de Paz era no haber sido condenado por alguna entidad penal o tener antecedentes disciplinarios, por lo tanto, fue posesionado en tal cargo, al no estar incurso en ninguna de esas circunstancias, pese a saber que en su contra sí cursaba un proceso por un posible Abuso de Confianza.

Sostiene que para la época de su elección y posesión, tenía conocimiento del proceso que cursaba en su contra, pero no había sido notificado de la sentencia que ya había proferido el Juzgado Tercero Penal Municipal, o sea en el momento de la inscripción, elección y posesión, no tenía conocimiento del fallo proferido en su contra; máxime lo anterior, aduce que la Registraduría Nacional tampoco le solicitó o comunicó el hecho que si cursaba un proceso penal en su contra no podría participar y menos ejercer el cargo. 

Finalmente esgrime que él fue notificado mucho tiempo después de haber salido la segunda instancia, hasta el punto que después de 21 meses el Juzgado Primero de Ejecución de Penas avoca el conocimiento de la causa, por lo que en su sentir dentro del trámite penal hubo muchas irregularidades pues nunca hubo ese delito por el cual se le condenó, por lo cual siguió ejerciendo el cargo como Juez de Paz, pues en su conciencia no existe ni ha incurrido en ese delito y su desempeñó se ha destacado por su pulcritud, pues siempre ha propendido por velar por la comunidad.

3.- A través de providencia del 23 de octubre de 2009, la primera instancia elevó pliego de cargos al señor ALIRIO BENITO, en su condición de Juez de Paz de la Comuna 8 de Villavicencio, por el posible incumplimiento del deber descrito en el artículo 153.1 de la Ley 270 de 1996, en concordancia con lo dispuesto en el artículo 38 numeral 3º de la Ley 734 de 2002 y artículo 6 inciso 2º de la Ley 190 de 1995, todo lo anterior a título de Dolo; asimismo, se calificó la falta como GRAVÍSIMA, atendiendo las reglas señaladas en el artículo 42, 43 y 48 numeral 17 de la Ley 734 de 2002, cuyo tenor literal es el siguiente:

“Artículo 153. DEBERES. Son deberes de los funcionarios y empleados, según corresponda, los siguientes: 

1. Respetar, cumplir y, dentro de la órbita de su competencia, hacer cumplir la Constitución, las leyes y los reglamentos”. 

“Artículo 38. OTRAS INHABILIDADES. También constituyen inhabilidades para desempeñar cargos públicos, a partir de la ejecutoria del fallo, las siguientes: 

(…)

3. Hallarse en estado de interdicción judicial o inhabilitado por una sanción disciplinaria o penal, o suspendido en el ejercicio de su profesión o excluido de ésta, cuando el cargo a desempeñar se relacione con la misma”
Lo anterior, por cuanto “…a pesar de que en su contra se había proferido sentencia sancionatoria en la que se le condenaba no sólo a pena de prisión sino a la interdicción de derechos y funciones públicas, continúo ejerciendo su calidad de Juez de Paz aun cuando surgió una inhabilidad sobreviviente; circunstancia que le imponía la obligación legal de renunciar a su fuero…”

Respecto de la calificación de la falta, sostuvo que ello se daba por “el grado de culpabilidad y trascendencia social de la falta, ante el hecho de haber continuado su ejercicio como Juez de Paz, a sabiendas de la inhabilidad que pesaba sobre él; circunstancia que desde luego afecta a la dignidad de la administración de justicia…
”. (Sic para lo trascrito).

Del mismo modo en el citado proveído se adecuó el trámite, atendiendo lo dispuesto en el inciso 2º del artículo 175 de la Ley 734 de 2002, en el entendido de que la falta fue calificada como gravísima. 

4. En audiencia de pruebas y calificación del proceso celebrada el 10 de diciembre de 2009, con la asistencia del apoderado del imputado, el Magistrado Instructor después de hacer un recuento de los hechos de la queja y verificar las pruebas, procedió a decretar la nulidad de todo lo actuado a partir del proveído adiado del 13  de febrero de 2009, mediante el cual se dio apertura de la investigación disciplinaria, en razón a que el procedimiento en ese tipo de conductas la establece la Ley 734 de 2002 en su artículo 143 numeral 3º. 

Del mismo modo, indicó que ante la existencia de material probatorio suficiente procedía a proferir pliego de cargos en contra del disciplinado, por cuanto a la inhabilidad sobreviviente, el inculpado debió comunicar su inhabilidad para continuar en el cargo de Juez de Paz, situación que no ocurrió, adecuándose tal conducta al numeral 17 del artículo 48 de la Ley 734 de 2002, calificándole como falta Gravísima. 

Posteriormente se le concedió el uso de la palabra al abogado de confianza del disciplinado, quien manifestó que si bien comparte la nulidad propuesta por el Magistrado, no sucede lo mismo con la imputación realizada a su cliente en lo referente a la inhabilidad por la condena que le fuera impuesta, por cuanto la norma no dice nada en lo uw respecta a la sentencia posterior a la posesión, por lo que al momento de actuar del señor BENITO, éste actúo de buena fe, por cuanto para la fecha de su posesión, no se sabía nada del fallo dentro del proceso penal; igualmente que su prohijado no ostenta la calidad de funcionario público, pues no maneja recursos del Estado, por lo que la adecuación típica como tal no se da, por lo tanto solicita que el Magistrado deberá tener en cuenta que el disciplinado no hizo ningún actuar de mala fe.

De otra parte, el Magistrado de instancia indica que respecto de la condición del Juez de Paz, el artículo 14 de la Ley 497 de 1999, establece su naturaleza y requisitos, en donde indican que éstos en tal calidad, administran justicia en equidad de acuerdo a lo establecido por la constitución y dicha ley, por ende, en esa condición, adquieren un compromiso institucional con el Estado, puesto que la juridicidad de la que son investidos los hacen sujetos disciplinables sometidos al imperio de la ley, para éste efecto, la Ley 734 de 2002. 

De igual forma, sostiene que se deberá tener en cuenta lo dispuesto en la Ley 497 de 1999 en sus artículos 34 y 37, sosteniéndose así el pliego de cargos proferido al inicio de la audiencia, por cuanto el inculpado se encontraba incurso en la conducta del numeral 17 del artículo 48 ibídem, en la modalidad de dolo gravísimo; finalmente el togado asistente, se abstuvo de solicitar más pruebas, por lo que se suspendió la audiencia para continuarla el día 15 de diciembre de 2009 a la hora de las 10:00 a.m. 

5. Instalada la vista pública, con la presencia del disciplinado y del apoderado de confianza del imputado, el Magistrado Sustanciador adujo que dicha audiencia corresponde a la de juzgamiento, ratificándose para el efecto del pliego de cargos ; posteriormente se le concede el uso de la palabra al profesional del derecho para que presentara sus alegatos de conclusión, dentro de lo cual indicó que a su juicio, su prohijado ahijado no obró en su calidad  de dolo gravísimo, ya que el fallo el cual lo condena a él se encuentra en apelación, y además de esto hay una acción de tutela interpuesta ante la Corte en donde él está reclamando el hecho de la posesión o el nombramiento con la diferencia del tiempo de la condena, es decir, su desconocimiento con respecto a la sanción que se le estaba llevando, para así demostrar que él nunca actúo con dolo gravísimo, y que dicho fallo condenatorio no estaba en firme. 

Posteriormente se le concedió el uso de la palabra al inculpado, quien sostuvo que nunca existió el dolo, pues cuando se postuló como Juez de Paz no se encontraba condenado y cumplió con sus requisitos; de otro lado, que él siguió ejerciendo como Juez de Paz porque considera que en ningún momento cometió la falta que se le imputa y cree en su inocencia; asimismo, solicitó unas pruebas, la cuales le fueron negadas por parte del Magistrado, por no ser la etapa procesal para dicho fin.

Finalmente, se le vuelve a conceder el uso de la palabra al apoderado de confianza del investigado quien reitera los argumentos expuestos a lo largo del trámite disciplinario; después el instructor de la audiencia hace las advertencias contempladas en el artículo 214 de la Ley 734 de 2002. 

DE LA SENTENCIA OBJETO DE APELACIÓN

Mediante sentencia del 12 de marzo de 2010, la Sala Dual de Decisión Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Seccional de la Judicatura del Meta, impuso sanción de DESTITUCIÓN DEL CARGO E INHABILIDAD POR EL TÉRMINO DE DIEZ (10) AÑOS, al señor ALIRIO BENITO, en su condición de Juez de Paz de la Comuna 8 de Villavicencio, al encontrarlo responsable de incurrir en la falta disciplinaria prevista en el numeral 17 del artículo 48 de la Ley 734 de 2002. 

Lo anterior, por cuanto “Bajo estas consideraciones y atendiendo las disposiciones contenidas en el artículo 6º inciso 2º de la Ley 190 de 1995, así como el artículo 38 numeral 3 de la Ley 734 de 2002, encuentra la Corporación, que los cargos enrostrados a ALIRIO BENITO en calidad de JUEZ DE PAZ DE LA COMUNA 8 DE VILLAVICENCIO, están llamados a prosperar, pues a pesar de que en su contra se había proferido sentencia sancionatoria en la que se le condenaba no sólo a pena de prisión sino a la interdicción de derechos y funciones públicas, continúo ejerciendo su condición de Juez de Paz aun cuando le había surgido una inhabilidad sobreviviente; circunstancia que según las normas traídas en cita, le imponía la obligación legal de renunciar a su fuero y que el no haberlo hecho implica desde luego, el quebrantamiento de sus deberes funcionales. 

En cuanto a las exculpaciones vertidas por el disciplinable y relacionadas con el hecho de haber continuado su ejercicio como Juez de Paz, a pesar del conocimiento pleno que tenía sobre su situación judicial, en sentir de la Sala, su espíritu de colaboración y ayuda a la comunidad, no pueden servir de pretexto para desconocer e incumplir preceptos legales, razón por la que deberá emitirse fallo de carácter sancionatorio en su contra.

En este orden de ideas, es evidente la tipicidad de la conducta enrostrada al señor ALIRIO BENITO, en cuanto a que su deber de advertir la inhabilidad en la que se encontraba inmerso, era el de renunciar al fuero adquirido, pues conforme al contenido del numeral 17 del artículo 48 de la Ley 734 de 2002, tal circunstancia le impedía ejercer el cargo de juez de paz para el cual había sido elegido…

En este caso, es claro que el comportamiento del señor ALIRIO BENITO, configura una conducta subsumible en la falta disciplinaria endilgada, y que dicho comportamiento típico y antijurídico se produjo con total conocimiento del encartado, lo que significa que su comportamiento fue DOLOSO en el entendido que conocía su situación jurídica frente al proceso penal que se le adelantaba, así como también de la inhabilidad que de tal situación se desprendía.”. (Sic para lo trascrito).

APELACIÓN

Inconforme con la decisión de instancia, el disciplinado el día 1 de julio de 2010, interpuso recurso de apelación, bajo los siguientes argumentos: 

1. que la Sala jurisdiccional Disciplinaria adelantó una indagación preliminar en su contra por hechos que no fueron objeto de queja , contrariando la expresa prohibición traída por el inciso sexto del artículo 150 de la Ley 734 de 2002, pues la quejosa hace referencia a hechos que el mismo seccional en su providencia del 13 de febrero de 2009, considero no constitutivos a falta disciplinaria, por cuanto no son comportamientos que provengan del juez de paz, siendo evidente la vulneración de sus derechos al debido proceso dentro del asunto disciplinario.

2. Indica que se impuso una sanción en su contra por faltas que no están comprendidas en el control disciplinario asignado por la Ley 497 de 1999 en su título VIII artículo 34, puesto que allí se prevé como sanción la remoción del cargo no la destitución; máxime cuando dentro del expediente nunca se le señaló el haber vulnerado derechos o garantías, así como tampoco se le endilgó cual es la norma vulneradora que consagró lo que debe de entenderse como dignidad del cargo. 

3. Señala que se le ha juzgado como si fuere un servidor público, olvidándose el seccional que no ostenta esa calidad, sino que según el artículo 14 de la misma Ley 497 de 1999, determina que son particulares, por lo que no puede ser tratado con la misma objetividad y severidad con que se juzga a un servidor público calificado. 

4. Esgrime que se le acusa el haber actuado con dolo, lo cual no es cierto y menos aún ha sido demostrad, pues está comprobado dentro del proceso que para el momento de su elección y la posesión como Juez de Paz, no existía sentencia condenatoria en firme en su contra, razón por la que podía ser elegido y posesionado; sobre tal tema hace mención a lo preceptuado en el art. 15 de la Ley 497 de 1999. 

5. Que en ninguno de los artículos 16 y 17 de la Ley 497 de 1999, no está consagrados como inhabilidad, impedimento o incompatibilidad, el que con posterioridad a la posesión como juez de paz se produzca una sentencia condenatoria que no conlleve la perdida de la libertad, y por lo tanto, bajo esa convicción que el tiene, es que se encuentra desempeñando el cargo, basado en la dignidad, decoro, respecto por los deberes y garantías fundamentales de quienes acuden a su despacho, recabando que no es servidor público, por lo que no se le podía imputar la falta gravísima.  

TRÁMITE DE SEGUNDA INSTANCIA

En virtud de lo dispuesto por esta Superioridad en la sesión 023 del 16 de marzo del año que avanza, y al haberse negado la ponencia al H. Magistrado PEDRO ALONSO SANABRIA BUITRAGO, se remitió el presente asunto a este Despacho, por haberle correspondido en sorteo. 
. 

CONSIDERACIONES DE LA SALA

1. Competencia.

Esta Sala  Jurisdiccional  Disciplinaria del  Consejo Superior de la Judicatura es competente para conocer de las decisiones  proferidas en primera instancia por los Consejos Seccionales de la Judicatura, Sala Jurisdiccional Disciplinaria, en relación con las investigaciones adelantadas contra Jueces de Paz, de conformidad con lo establecido en los artículos 256, numeral 3° de la Carta Política y 112, numeral 4° de la Ley 270 de 1996.

2.-  Cuestión Previa. Prolegómenos a propósito de la aplicación de las Leyes 270 de 1996 y 734 de 2002 para Jueces de Paz.

Sea lo primero señalar, que en sentir de quien en esta oportunidad cumple la misión de ser ponente, los Jueces de Paz y Reconsideración son sujetos disciplinables conforme al procedimiento y faltas señaladas en la Ley 734 de 2002, así como del catálogo de deberes y prohibiciones que contempla la Ley 270 de 1996, ante los vacíos que presenta la Ley 497 de 1999, pues existe una condición necesaria de que los Jueces de Paz se encuentran en desarrollo de una función judicial, sin que resulte entonces necesario, como consecuencia jurídica del proceder por el que son llamados a juicio, la imposición de una remoción que, indistintamente de la gravedad y modalidad de la falta, se les restringe su ejercicio en la encomiable labor de administrar justicia.

Lo anterior para indicar que no necesariamente toda conducta por la que sean sancionados los Jueces de Paz, ameritaba una remoción en el cargo, pues más allá de la exégesis de la norma, en el presente caso, debe acudirse holísticamente al método clásico de interpretación sistemático propuesto y desarrollado por Savigny, según el cual se introduce la idea de que una norma no es un mandato aislado, sino que responde al sistema jurídico normativo orientado hacia un determinado rumbo en el que, conjuntamente con otras normas, se encuentra vigente; que, por tanto, siendo parte de este sistema, y no pudiendo desafinar ni rehuir del mismo, el significado y sentido de la norma jurídica podrá ser obtenido de los principios que inspiran ese sistema.

Es por ello quizás que en el derecho disciplinario, el operador jurídico tiene una gran amplitud para adelantar el proceso de adecuación típica de las conductas disciplinarias en los procedimientos sancionatorios.
Al punto, la Corte Constitucional señaló:

“…en materia disciplinaria el fallador goza de una mayor amplitud para adelantar el proceso de adecuación típica de las conductas reprochables, pues por lo general la descripción de las faltas disciplinarias deben ser objeto de complementación o determinación a partir de la lectura sistemática de un conjunto de normas jurídicas que desarrollan deberes, mandatos y prohibiciones
”. (Negrillas fuera de texto).
Ahora bien, es menester recordar que la justicia de paz es una jurisdicción especial consagrada en la Constitución Política, como mecanismo para la atención y solución de los conflictos que se presentan en las comunidades.

En efecto, la introducción de figura a la Constitución Política en su artículo 247, junto con otra forma alternativa de resolución de conflictos, obedeció no sólo al imperativo de descongestionar la Rama Judicial para atender con más eficacia las necesidades ciudadanas de Administración de Justicia, sino también a un replanteamiento fundamental de la relación existente entre el Estado -en particular, aunque no exclusivamente, la Administración de Justicia- y la sociedad: tanto desde la perspectiva genérica de la consagración del Estado Social de Derecho en tanto fórmula política fundamental, como desde el punto de vista específico de la introducción de una serie de mecanismos alternativos a la justicia formal para la resolución de los conflictos sociales.

Fue deseo entonces del constituyente consolidar un modelo nuevo de interacción entre la ciudadanía y el poder público, que, entre otras, fomentara un acercamiento progresivo de los mecanismos formales de promoción de la convivencia a las realidades sociales en las que habrían de operar. 

La figura de los jueces de paz también es reflejo de la filosofía democrática y participativa que inspiró al Constituyente de 1991. En esa medida, la creación de los jueces de paz fue prevista como un canal para que el ciudadano participe, en virtud de sus calidades personales y su reconocimiento comunitario, en la función pública de administrar justicia, jugando así un rol complementario al que asignó la Carta a las demás autoridades y particulares que participan de dicho cometido estatal.

Ahora bien, los jueces de paz estando definidos por el artículo 247 Superior, se encuentran clasificados en el Capítulo 5º del Título VIII ídem como una jurisdicción especial dentro de la rama judicial, que cumplen la función pública de administrar justicia. En coherencia con la disposición constitucional en cita, la Ley Estatutaria de Administración de Justicia –Ley 270 de 1996- incorpora en los artículos 11 y 12 a los jueces de paz dentro de la rama judicial del poder público.

Debe decirse igualmente que la Ley 497 de 1999 que desarrolló el precepto constitucional a que se alude, debe interpretarse a la luz de los debates que se surtieron en el Congreso durante su proceso de formación, ya que en ellos se fijaron las características, las condiciones y la naturaleza del cargo de los Jueces de Paz. Así, verbi gratia, con base en distintas opiniones profesionales que se expusieron ante el Congreso, se dedujo que no se trataba de un juez que fallaba en derecho o tuviera obligatoriamente formación profesional, sino de una persona imparcial que gozaba de reconocimiento de su comunidad y decidía en equidad, amén de que, su función era netamente voluntaria. 

Haciendo un análisis del derecho comparado y tomando como base la larga tradición del Perú en el trabajo que vienen realizando los jueces de paz, se quiso en nuestro país, a través de la Ley 497 de 1999, tratar de copiar en cierta forma su modelo en la materia, siempre respetando el postulado constitucional del artículo 247 de la Carta trascrito, que, valga decir, dejó una amplia facultad al legislador para que regulara el asunto. 

Igualmente, los jueces de paz, a pesar de ser considerados como una figura relativamente nueva en nuestro sistema de derecho Colombiano, es una institución que remonta sus orígenes a civilizaciones ancestrales y ha estado presente en el reino de Gran Bretaña, y en países como España, Argentina, Venezuela y México (esta última adoptada mediante la Ley Orgánica del Tribunal Superior de Justicia del DF), entre otros. Para poner un ejemplo de esta figura en lo que al régimen disciplinario se refiere, en el derecho Español, los Jueces de Paz a pesar de ser de otra categoría y de no exigírseles el título de abogados, son considerados como miembros de ese cuerpo único de Jueces y Magistrados.

Por lo mismo, el artículo 17 de la Ley 497 de 1999 establece que el ejercicio del cargo de Juez de Paz es compatible con el desempeño de cargos públicos, de donde necesariamente debe decirse que si bien no es un servidor público, no lo es menos que se trata de un particular con una relación especial de sujeción con el Estado al estar investido transitoriamente de la facultad de administrar justicia como servicio público esencial.

Sin embargo, la incorporación de particulares al régimen disciplinario obedece a la necesidad de crear mecanismos adecuados para el juzgamiento de los mismos cuando su conducta atente contra la legalidad, sin perder de vista que se encuentren en el ejercicio de actividades íntimamente relacionadas con el cumplimiento de los fines del Estado que en principio deben cumplir organismos o funcionarios del sector público.

Entre los particulares que quedan sometidos al régimen disciplinario se encuentran aquellos que desarrollan funciones públicas, entendiéndose por éstas las actividades que por su naturaleza son de aquellas que corresponde cumplir a la entidad para desarrollar los fines que le fueron encomendados y que por razones administrativas o estructurales se desplaza hacia personas que no se encuentran vinculadas a ella como servidores propiamente dichos (relación legal y reglamentaria o contrato de trabajo), lo cual bien puede generarse a través del nombramiento que como a los Jueces de Paz les hace la comunidad, pues aunque a través de este medio no se genera subordinación ni dependencia con la administración de justicia, sí es posible que su ejecución conlleve el ejercicio de una actividad netamente pública.

Al respecto, la Corte Constitucional se pronunció indicando que los particulares son sujetos disciplinables cuando son titulares de funciones públicas: 

“(…) cuando el particular es titular de funciones públicas, correlativamente asume las consiguientes responsabilidades públicas con todas las consecuencias que ella conlleva, en los aspectos civiles y penales, e incluso disciplinarios, según lo disponga el legislador
”.

Así las cosas, la potestad sancionadora del Estado aplica a aquellos que prestan sus servicios al Estado en virtud de una relación legal y reglamentaria o de sujeción, pues aún siendo Juez de Paz, un particular puede ser sujeto disciplinable a la luz de la función social que cumple como administrador de  justicia; es decir, no por tenerse con la Administración una relación contractual se está exento de responsabilidad disciplinaria, pues bien puede suceder que el Juez de Paz por razón de la delegación que le hiciera la comunidad asuma el ejercicio de una función pública.

Al punto, la Corte Constitucional igualmente expresó:

“…En el caso de un particular que presta un servicio público, se ha precisado que éste se encuentra sometido al régimen especial fijado por el legislador para la prestación del servicio público de que se trate así como al control y vigilancia del Estado. Ello no implica, sin embargo que ese particular por el simple hecho de la prestación del servicio público se encuentre sometido al régimen disciplinario.

…El particular que presta un servicio público solo es disciplinable cuando ejerza una función pública que implique la manifestación de las potestades inherentes al Estado y éstas sean asignadas explícitamente por el legislador
”. 

Es claro que el ejercicio de las funciones públicas no está supeditado necesariamente a la condición de empleado o trabajador del Estado, sino que los particulares pueden participar de ellas bajo cualquier forma de acceso al servicio y por su ejercicio deben responder disciplinariamente; situación que los coloca, como se dijo ab initio, como sujetos disciplinables conforme al procedimiento y faltas señaladas en la Ley 734 de 2002, así como del catálogo de deberes y prohibiciones que contempla la Ley 270 de 1996, ante los vacíos que pudieran presentarse en la Ley 497 de 1999, pues existe una condición necesaria de que los Jueces de Paz se encuentran en desarrollo de una función judicial.

En virtud de la competencia y aplicabilidad de las Leyes 270 de 1996 y 734 de 2002, procede la Sala a emitir pronunciamiento que en derecho corresponde, con apoyo en el material probatorio obrante en el informativo y a la luz de las disposiciones legales que atañen al tema a debatir.

3. Problema jurídico.

Después de hacer un exhaustivo análisis del tema de los jueces de paz y la aplicación de la normatividad para dicho caso, en donde también se estudiaron ítems objeto de la apelación, entramos a otro aspecto materia de controversia, en donde fácilmente se puede colegir el problema jurídico a tratar, procediendo esta Corporación a decidir si declara la nulidad, confirma, revoca, o modifica, la sentencia del 12 de marzo de 2010, proferida por la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Seccional de la Judicatura del Meta, mediante la cual impuso sanción de DESTITUCIÓN DEL CARGO DE JUEZ DE PAZ e INHABILIDAD GENERAL POR EL TÉRMINO DE DIEZ (10) AÑOS al señor ALIRIO BENITO, en su condición de Juez de Paz de la Comuna 8º de Villavicencio, para la época de los hechos, al haberlo hallado responsable de la falta contenida en el numeral 17 del artículo 48 de la Ley 734 de 2002, que al tenor literal reza: 

“Artículo 48. Faltas Gravísimas. Son Faltas Gravísimas las siguientes:

(…)

17. Actuar u omitir a pesar de la existencia de causales de incompatibilidad, inhabilidad y conflicto de intereses, de acuerdo con las previsiones constitucionales y legales.

Nombrar, designar, elegir, postular o intervenir en la postulación de una persona en quien concurra causal de inhabilidad, incompatibilidad o conflicto de intereses.”

Lo anterior, por encontrarse demostrado que el siguió actuando en ejercicio de su cargo, aún conociendo que se encontraba inmerso en una inhabilidad, pues fue condenado a la pena principal de 21 meses de prisión como autor material responsable del delito de abuso de confianza.
Analizado el plenario anterior, no cabe la menor duda para esta Corporación, que el disciplinable, de manera conciente desatendió el mandato previsto en el artículo 15 literal a) de la Ley 497 de 1999, así como el los previstos en el artículo 38 numeral 3º de la Ley 734 de 2002 y artículo 6 inciso 2º de la Ley 190 de 1995, toda vez que pese a estar ostentando el cargo de Juez de Paz y posteriormente enterarse que se había proferido en su contra sentencia condenatoria, siguió ostentando el cargo pese a la inhabilidad en la cual estaba incurso, contrariando ostensiblemente los postulados legales.

De acuerdo con lo precedente, es claro que el señor ALIRIO BENITO en su calidad de Juez de Paz de la Comuna 8 de Villavicencio, cometió la falta a él endilgada en primera instancia “numeral 17 del artículo 48 de la Ley 734 de 2002”, pues reíterase, omitió comunicar sobre su inhabilidad sobreviviente, y siguió ejerciendo el cargo pese a ello, amen que la sentencia proferida en su contra no solo lo condenó a la pena principal de 21 meses como autor material del delito de abuso de confianza, sino que además, se le condenó a las penas accesorias de inhabilitación para el ejercicio de derechos. 

Razones anteriores más que suficientes para que el Juez de Paz tuviera que renunciar a su fuero y por contera evitar el quebrantamiento de sus deberes funcionales, lo que a todas luces no realizó, pues éste bajo el pretexto de seguir colaborando con la comunidad y sostener que él es inocente del delito de abuzo de confianza por el cual se le condenó, siguió en el cargo de Juez, cuando tales argumentaciones no pueden ser de recibo para la Sala y mucho menos para evadir los postulados legales. 

Ahora bien, a los Jueces de Paz, contrario a lo indicado por el censor, sí es viable aplicarle la normatividad consagrada en la Ley 734 de 2002, pues estos cumplen la función de administrar justicia y por ende hacen parte de la Rama Judicial del Poder Público, tal y como se explicara de forma amplia y precisa al inició del acápite de las consideraciones de éste proveído, por lo tanto, en ningún momento se le está trasgrediendo ningún derecho al señor ALIRIO BENITO, pues al caso que hoy ocupa la atención de esta Superioridad, siempre se le dio aplicación a la normatividad que rige este tipo de asuntos y la cual estaba vigente. 

hay que dejarle en claro al apelante, que era su deber como administrador de justicia, tener en claro cada uno de sus deberes y derechos, dentro de los cuales estaba, dar aviso sobre la inhabilidad sobreviniente, así estuviera de acuerdo o no con la condena impuesta, pues si en su sentir se consideraba inocente, tal debate debió desplegarlo ante la autoridad competente, lo que no lo eximia de informar de manera oportuna sobre la situación por la cual estaba atravesando, para así cumplir fielmente con el ejercicio de su función, tal y como lo preceptúa el artículo 6º de la Ley 190 de 1995, que al tenor literal reza: 

“Artículo 6º.- En caso de que sobrevenga al acto de nombramiento o posesión alguna inhabilidad o incompatibilidad, al servicio público deberá advertirlo inmediatamente a la entidad a la cual preste el servicio.

Sí dentro de los tres (3) meses siguientes el servidor público no ha puesto fin a la situación que dio origen a la inhabilidad o incompatibilidad, procederá su retiro inmediato, sin perjuicio de las sanciones a que por tal hecho haya lugar.
Por lo tanto no era viable seguir ostentando al cargo bajo el argumentos que él no cometió  el delito o en su defecto que cuando el se posesionó no tenía ningún tipo de inhabilidad, pues como se dejara anteriormente sentado, existe una norma que regula el tema de las inhabilidades sobrevinientes, situación ésta que fue la que acaeció para el caso del señor ALIRIO BENITO.  

Asimismo, siendo la Administración de Justicia el ejercicio de un servicio a la sociedad, esencial e imprescindible, el incumplimiento de los deberes y obligaciones que lo constituyen afecta negativa y directamente su prestación, lesionando indiscutiblemente la imagen de la justicia, su credibilidad y eficacia, constituyendo descrédito para la misma, pues la afrenta no sólo es contra uno de los pilares del Estado Social de Derecho sino también, contra los usuarios de este servicio a quienes se les debe respeto y efectividad, incluidas la entidades que forman parte de la estructura del Estado.

Atendidos los criterios señalados en el artículo 44 de la Ley 734 de 2002, de cara a la realidad procesal y atendiendo a lo hasta aquí expuesto, encontramos que la sanción impuesta al señor ALIRIO BENITO, se encuentra conforme a derecho, pues es palmario que la conducta desplegada por el Juez de Paz fue dolosa, en el entendido que a sabiendas de la inhabilidad de la cual estaba investido, siguió ostentando el cargo bajo argumentos sin ningún sustento legal, por tanto, debe darse aplicación al parágrafo del artículo 44 in fine, y, con sustento en ello, se procederá a confirmar la sanción impuesta, al clasificarse la misma en los parámetros que consagra el numeral 1º del artículo 44 ibídem.

Finalmente, es viable argüir por parte de esta Sala, que si bien en la queja la señora aduce varios hechos por los cuales se le debe investigar al señor ALIRIO BENITO, dentro de los que está el trato irrespetuoso y malos modales, ello no obsta para que la Sala Disciplinaria, dentro de las etapas propias para investigar los hechos, se de cuenta de varias circunstancias que en su criterio constituyen un quebrantamiento al régimen disciplinario, como en este caso ocurrió, al allegarse como medios probatorios la condena impuesta por el Juzgado Tercero Penal Municipal de Villavicencio, y confirmada por el Juzgado Segundo Penal del Circuito de la misma ciudad, por lo que se procedió a imputarle el cargo acá analizado, más cuando en la misma denuncia la dolida adujó que todo Juez de Paz debe tener una hoja de vida intachable, no siendo plausible por parte del libelista esgrimir que se le sancionó por hechos no mencionados en el escrito inicial, cuando a todas luces ello no fue de esa manera. 

Con fundamento en lo anterior y como quiera que se encuentra plenamente establecida tanto la ocurrencia de la conducta mediante la cual ineludiblemente el señor ALIRIO BENITO, faltó a su deber de observar las normas trascritas, razón por la cual esta Superioridad confirmara la sentencia del 12 de marzo de 2010, proferida por la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Seccional de la Judicatura del Meta, mediante la cual le impuso sanción de DESTITUCIÓN DEL CARGO DE JUEZ DE PAZ e INHABILIDAD GENERAL POR EL TÉRMINO DE 10 AÑOS, en su condición de Juez de Paz de la Comuna 8º de Villavicenio, pues la misma responde a los criterios de razonabilidad y proporcionalidad que fijó el precepto legal en cita, para la individualización de la sanción, permite confirmar en su integridad la sanción. 

En mérito de lo expuesto, la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura, administrando justicia en nombre de la Republica de Colombia y por autoridad de la Ley,  

RESUELVE

PRIMERO.- CONFIRMAR la sanción de DESTITUCIÓN DEL CARGO DE JUEZ DE PAZ e INHABILIDAD GENERAL POR EL TÉRMINO DE 10 AÑOS, por encontrarse probado el cargo formulado (artículo 48 numeral 17 de la ley 734 de 2002) contra al señor ALIRIO BENITO, Juez de Paz de la Comuna 8º de Villavicencio para la época de los hechos, como autor responsable de la incursión en la FALTA GRAVÍSIMA en la modalidad DOLOSA, conforme a lo expuesto en la parte motiva de este proveído.

SEGUNDO.- Notifíquese esta decisión al disciplinable, informándole que contra ella no procede recurso alguno, conforme a lo dispuesto en los artículos 205 y 206 de la Ley 734 de 2002.

TERCERO.- Ejecutoriada la presente sentencia, comuníquese a la Oficina de Registro y Control de la Procuraduría General de la Nación, a las Presidencias de las Salas Administrativas del Consejo Superior de la Judicatura y Seccional de la Judicatura del Valle del Cauca y al Tribunal Superior de Cali, conforme a lo dispuesto en los artículos 220 y 221 de la Ley 734 de 2002.

CUARTO.- Devuélvase el expediente al Seccional de origen para lo de su cargo.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE
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